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Bogotá, D.C.,  trece (13) de febrero  de dos mil trece (2013)

Radicación número: 16888
Actor: NACIÓN - MINISTERIO DE COMUNICACIONES
Demandados: NACIÓN - MNISTERIO DE COMUNICACIONES Y UNIÓN TEMPORAL SOCIEDAD RADIO LATINA F.M. ESTEREO LIMITADA – MARÍA JAQUELINE CORDOBA CORDOBA.
Referencia: ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Se decide la acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por la parte demandante contra la resolución 3536 del 24 de Julio de 1997, en virtud de la cual “se efectúa la contratación directa para el otorgamiento mediante licencia de la concesión para prestar el servicio de radiodifusión sonora en gestión indirecta, comercial, de cubrimiento zonal o local y en frecuencia modulada F.M. para algunos municipios y distritos del país.”, expedida por el Ministerio de Comunicaciones. 
I. LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS
Sin perjuicio, de la anticipada calificación  de acto administrativo
 atribuible a la Resolución  proferida por el Ministerio de Comunicaciones
, el texto de la disposición demandada fue:
“Resolución No. 3536
24 de julio de 1997
“Por la cual se efectúa la contratación directa para el otorgamiento mediante licencia de la concesión para prestar el servicio de radiodifusión sonora en gestión indirecta, comercial, de cubrimiento zonal o local y en frecuencia modulada F.M. para algunos municipios y distritos del país.” 
EL MINISTRO DE COMUNICACIONES,
“En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, y, en especial, de las conferidas por los artículos 75 de la Constitución Política, 3º del Decreto Extraordinario 1901 de 1990, por la Ley 80 de 1993, Decreto – Ley 855 de 1994, Decretos 1445, 1446 y 1447 de 1995 y demás normas concordantes
CONSIDERANDO:
“1. Que, por Resolución No 006077 del 19 de diciembre de 1996, el Ministerio de Comunicaciones ordenó la apertura de la licitación pública No 001 de 1997, “cuyo objeto es otorgar mediante licencia la concesión para prestar el servicio de radiodifusión sonora en gestión indirecta, comercial de cubrimiento zonal o local y en frecuencia modulada F. M. para los Municipios o Distritos” que en ella se establecen.
“2. Que, dicha licitación se tramitó en la forma establecida en la Ley 80 de 1993, habiéndose llevado el proceso hasta el momento y oportunidad de la correspondiente adjudicación, pero sin que esta se hubiera producido;

“3. Que, habiendo acudido varios interesados que no lograron presentar oportunamente las respectivas propuestas, a la acción de tutela ante el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, obtuvieron de dicha corporación que le ordenara al Ministerio recibirlas y consolidarlas, en guarda del derecho constitucional de igualdad de todas las personas ante la ley;
“4. Que, como consecuencia del obedecimiento de esta orden judicial, la integridad y efectividad del citado derecho de igualdad vinieron a resultar expuestas a objeciones y cuestionamientos de unos y otros proponentes: aquellos cuyas propuestas fueron recibidas inicialmente por el Ministerio y los que fueron atendidos sólo posteriormente y en virtud de los referidos fallos;

“5. Que, por esta razón la Procuraduría General de la Nación recomendó al Ministerio que procediera a declarar desierta la Licitación;

“6. Que, por Resolución 3555 de Junio 10 de 1997, el Ministerio acogió dicha recomendación e hizo la declaratoria correspondiente, lo que plantea al Ministerio la necesidad de proveer sobre la manera como deba darse a continuación impulso administrativo al proceso de otorgamiento de la concesión mediante licencia para la prestación del servicio de radiodifusión en referencia;

“7. Que, el artículo 24 de la Ley 80 de 1993 señala la declaratoria de desierta de la licitación (Literal “g” del ordinal 1º) como uno de los casos en que la escogencia del contratista puede efectuarse por contratación directa;

“8. Que en el presente caso se justifica ampliamente hacer uso de esta autorización legal, por la doble razón de la necesidad de una pronta decisión administrativa que permita dotar a los Municipios y Distritos interesados del servicio en referencia y por la circunstancia de que, precisamente en cuanto a este mismo servicio, una primera licitación, anterior, ya había sido también objeto de la declaración de desierta por la Administración.
“9. Que, a juicio del Ministerio, la contratación directa que en este caso se impone, debe hacerse en la forma que establece el artículo 12 del Decreto – Ley 855 de 1994; este Decreto tiene ese carácter, no en el de simplemente reglamentario, como ya lo ha reconocido el H. Consejo de Estado (Exp. 13702, Sección III, de la Sala de lo Contencioso Administrativo, providencia del 8 de abril de 1997), pues fue expedido en ejercicio de las autorizaciones extraordinarias previstas en el artículo 150, numeral 10 de la Constitución Nacional y conferidas en el Parágrafo 2º. del artículo 24 de la Ley 80 de 1993, para expedir un reglamento de contratación directa, complementario de la Ley 80 de 1993, en el cual se encuentra incluida la contratación directa en caso de declaratoria de desierta de una licitación o concurso (literal g. Art 24).

“10. Que, de esta manera puede considerarse suficientemente atendido el principio de transparencia que consagra el artículo 23 de la Ley 80 de 1993;

“11. Que, por estas razones puede afirmarse que reiniciar el proceso licitatorio violaría el principio de economía que consagra el artículo 25 de la Ley 80 de 1993, pues significaría una repetición o duplicación del respectivo procedimiento administrativo, lo que resultaría innecesario en vista de que la Licitación 001/97 ya había dado todos los pasos y cumplidos todos los requisitos previos a la única fase pendiente, que es la de la selección, la que puede y debe hacerse por medio de contratación directa en forma que no solamente respete los derechos de todos sino que atienda el referido principio de economía, en beneficio tanto de la Administración como de los mismos interesados;
“12. Que, el ordinal 8º. del artículo 24 y el ordinal 2º del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 establecen no sólo la prohibición de eludir los procedimientos de selección objetiva sino la obligación de que las normas contractuales se interpreten de manera que no se dé ocasión a trámites distintos y adicionales a los previstos expresamente o que permitan valerse de defectos de forma o de la inobservancia de requisitos para no decidir o para proferir providencias inhibitorias;

“13. Que la evaluación llevada a cabo dentro de la licitación declarada desierta, las observaciones presentadas al respecto por los distintos proponentes y la resolución por el Ministerio de dichas observaciones, constituyen un sólido fundamento para una decisión sobre selección como la que se encuentra pendiente;
“14. Que, la declaratoria de desierta de la licitación 001/97 no puede ser entendida en ningún caso ni para ningún efecto como si implicara la invalidez o ineficacia de los trámites cumplidos en el respectivo proceso para la selección de los contratistas;

“15. Que, todos los elementos de juicio con que el Ministerio cuenta en esta oportunidad, recaudados a través del proceso licitatorio, posibilitan y garantizan la selección objetiva que para estos casos exige la Ley;

“16. Que, el procedimiento de selección que se efectúa mediante la presente Resolución es realmente la culminación del proceso que se llevó a cabo siguiendo los principios de la Ley 80 de 1993, y que terminó con la expedición de la resolución 3355 del 10 de julio de 1997;

“17. Que, luego de haber consultado a reconocidos expertos en derecho administrativo y a la Secretaria Jurídica de la Presidencia de la República, el Comité de Licitaciones de Radiodifusión Sonora Comercial, según consta en el Acta No. 025 del 24 d3e julio de 1997, recomendó al Ministro de Comunicaciones, proceder a la selección de concesionarios por el sistema de contratación directa con arreglo a lo previsto en los artículos 2º y 12 del Decreto Ley 855 de 1994;
“18. Que, para la selección de quienes deban ser tenidos en cuenta para la contratación directa, el mencionado Comité de Licitaciones, sugirió al señor Ministro de Comunicaciones, tener en cuenta las evaluaciones y estudios realizados sobre los ofrecimientos recibidos con destino a la licitación No. 001 de 1997. 

“

RESUELVE
“(…) Artículo 3º. La selección de los contratistas para la contratación directa a que se refiere la presente Resolución, se hizo sobre la base de los ofrecimientos recibidos con destino a la licitación No. 001 de 1997 y teniendo en cuenta los estudios y evaluaciones que para el efecto se realizaron dentro de dicha licitación, lo mismo que las comparaciones, cotejos, estudios y deducciones pertinentes, en la siguiente forma:

	NARIÑO

	TUMACO
	UNIÓN TEMPORAL SOCIEDAD RADIO LATINA F.M. ESTEREO Y MARÍA JAQUELINE CÓRDOBA CORDOBA
	95,7


II.  LAS NORMAS INVOCADAS COMO VIOLADAS POR EL DEMANDANTE Y SU CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Ley 80 de 1993: artículo 29 y parágrafo 2º del artículo 35.
Decreto reglamentario 855 de 1994: artículos 2 y 12. 
La disposición demandada contraría el deber de selección objetiva que debe regir los procesos de selección de contratistas, toda vez que adjudicó la frecuencia a un oferente que estaba incurso en una causal de descalificación.
El actor señala que para algunos Municipios y Distritos, el Ministerio de Comunicaciones desestimó para proceder a la contratación directa, aquellas ofertas que se hallaban afectadas por causales de descalificación y sólo se consideraron las propuestas que hubieran obtenido la mayor calificación dentro de los respectivos territorios. Sin embargo, al seleccionarse en Tumaco a la Unión Temporal Radio Latina F.M. Estéreo Limitada – María Jaqueline Córdoba Córdoba, se desconoció este criterio, comoquiera que en su propuesta faltó la firma del representante legal en el certificado del balance, omisión ésta que conducía necesariamente a la descalificación. Así las cosas, al expedirse la resolución 3536 de 1997, la autoridad administrativa  pretermitió el deber de selección objetiva consagrado en los artículos 29 de la Ley 80 de 1993 y 2 del decreto 855 de 1994.  
A su vez indica, que el parágrafo 2º del artículo 35 de la Ley 80 de 1993 ordena que la adjudicación se haga, tratándose de concesión de servicios de radiodifusión sonora, al proponente que no sea concesionario de tales servicios en la misma banda y en el mismo espacio geográfico en el que, conforme a los respectivos pliegos, vaya a funcionar la emisora, siempre que reúna los requisitos y condiciones jurídicas, económicas y técnicas exigidas.  Esta disposición fue incumplida, por cuanto el oferente no había acreditado la totalidad de requisitos exigidos. Este hecho se encuentra demostrado en el balance presentado, el cual no estaba certificado y por tanto no reunía los requisitos señalados por el pliego de condiciones 001/97 en su numeral 3.  Esta circunstancia traía como consecuencia que el proponente perdiera el puntaje inicialmente asignado en el aspecto financiero, colocando en primer lugar la propuesta del señor LUIS FRANCISCO ANDRADE.
Además arguye, que el aparte demandado de la resolución, desconoce el artículo 12 del decreto 855 de 1994, porque de lo expuesto se desprende  que el Ministerio no podía realizar la adjudicación a favor de la UNIÓN TEMPORAL RADIO LATINA F. M. ESTÉREO LIMITADA – MARÍA JAQUELINE CÓRDOBA CÓRDOBA. 

Aun cuando, el actor hace referencia al argumento que se expondrá a continuación en el aparte de los hechos, la Sala lo referenciara en este lugar comoquiera que en estricto sentido está refiriéndose no a supuestos fácticos sino a argumentos jurídicos que encuentran identidad con el concepto de la violación formulado. El apoderado del Ministerio afirma, sustentándose en un concepto emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil de esta Corporación, que la ley 22 de 1995 por medio de su artículo 37 complementó lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 43 de 1990, regulando la profesión de contador público. Por consiguiente, a partir de este momento, los estados financieros certificados, entre ellos los balances generales, deben estar suscritos tanto por el representante legal como por el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiere preparado. Esta exigencia, trae como consecuencia que “…si en un pliego de condiciones de una licitación pública abierta con posterioridad a 1996 se exige a las sociedades proponentes la presentación de un balance general certificado, éste debe ser suscrito por el representante legal de la sociedad licitante y por el contador público.”
III. EL TRÁMITE ADELANTADO
La demanda se presentó el 11 de agosto  de 1999
, a título de pretensiones, a más de la declaratoria de nulidad del referido acto administrativo, solicitó:

“2. Que como consecuencia de lo anterior, se declare que el Estado Colombiano, a Través del Ministerio de Comunicaciones puede disponer conforme a la Constitución y a las Leyes, de la frecuencia 95.7 Mhz para radiodifusión sonora en frecuencia modulada en el municipio de Tumaco.”
El 27 de enero de 2000 se admitió la demanda por el Consejo de Estado
 y se notificó a la Sociedad Radio Latina F.M. Estéreo Limitada y a María Jaqueline Córdoba Córdoba. El apoderado de los dos integrantes de la Unión Temporal en la contestación
 se opuso a la totalidad de las pretensiones, y propuso como excepciones  la legalidad de la adjudicación realizada  y la ineptitud de la demanda. En primer lugar, indicó que en el Municipio de Tumaco se contrató directamente con la mejor oferta, tal como lo interpretó en su momento la Procuraduría General de la Nación.

La descalificación alegada por el 
Ministerio no tiene sustento alguno,  toda vez que el único argumento que esgrime, es la ausencia de firma del representante legal de la Sociedad Radio Latina en el documento de certificación, desconociendo que si firmó los balances. Adicionalmente, éstos también fueron rubricados en el caso de la señora Jaqueline Córdoba Córdoba. Esta circunstancia genera que “…los balances están plenamente expedidos y dictaminados, la falta de firma en la certificación de los balances expedidos con las formalidades legales, no los hace inválidos.”

Por otra parte, la adjudicación  de la concesión de la emisora mediante contratación directa, ocasiona que se disminuya el rigor jurídico de la descalificación de las propuestas y que se haga mayor énfasis en un análisis de las exigencias técnicas, económicas y financieras que ofrecieron los demás licitantes. Por contera, la Unión Temporal conformada por la Sociedad Radio Latina y por Jaqueline Córdoba, al acreditar en el proceso de calificación técnica el mayor puntaje, así como la información financiera suficiente, tenía derecho a ser la adjudicataria.
Finalmente, afirmó que la demanda no se presentó en debida forma porque no se anexó con la misma copia del acto acusado con la constancia de la notificación, publicación o ejecución y, por otra parte, no se invoca prueba alguna en la que se soporten las pretensiones. 

Luego de agotada la etapa probatoria, el Ministerio Público rindió concepto
 expresando que la interposición de la demanda fue inoportuna, comoquiera que ya había transcurrido el termino de caducidad de la acción.  El mecanismo procesal utilizado debía ser el de nulidad y restablecimiento del derecho si se tiene en cuenta que la entidad demandante no pretendía únicamente la defensa del orden jurídico; al ser la demandante una autoridad administrativa que impugna un acto propio, la regla de caducidad se encuentra establecida en el numeral 7 del artículo 136 del C.C.A (Decreto 01 de 1984). Así las cosas, al haberse expedido el acto administrativo el 24 de julio de 1997 y presentado la demanda el 11 de agosto de 1999, salta a la vista que se superan los dos años establecidos por el legislador. 
Del derecho a alegar de conclusión hizo uso el actor, reiterando los argumentos expuestos en el escrito de demanda
. La Unión temporal  SOCIEDAD RADIO LATINA F.M. ESTEREO LIMITADA – MARÍA YAQUELINE CÓRDOBA CÓRDOBA guardó silencio. 

IV. CONSIDERACIONES

A efectos de adoptar una decisión definitiva, esta Sub-sección procederá en primer lugar a analizar su competencia (punto 1); luego,  estudiará la naturaleza jurídica del acto demandado, (punto 2); Finalmente, se ocupará de delimitar las características de la llamada “acción de lesividad”  y determinar si en el presente caso operó el fenómeno de la caducidad  (punto 3). 
1. La competencia para conocer del caso objeto de estudio
La Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, es competente para conocer en única instancia de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía, en los cuales se controviertan actos administrativos expedidos por autoridades del orden nacional, de conformidad con lo establecido en el artículo 128.2 del Código Contencioso Administrativo. 
2. La naturaleza jurídica de los actos demandados. 
La revisión de la resolución demandada
, es un aspecto fundamental, en atención a que la normativa vigente concibe la acción de nulidad y restablecimiento del derecho sólo frente a actos administrativos
, es decir, manifestaciones de la voluntad, en ejercicio de la actividad propia de las autoridades administrativas, de otras entidades públicas o de los particulares en ejercicio de la función administrativa, con capacidad de producir efectos frente a un sujeto de derecho o ante un grupo determinado o indeterminado de ellos, de manera indiferente a la anuencia de éstos.

El Ministerio de Comunicaciones
 como organismo de carácter administrativo tiene su fundamento en lo dispuesto en los  artículos 206 de la Constitución Política y 58 de la Ley 489 de 1998; la primera disposición referenciada se enmarca en la regulación que a nivel constitucional se realiza de la rama ejecutiva y confía al legislador la tarea de determinar el número, denominación  y orden de precedencia de los Ministerios y Departamentos Administrativos; por su parte, el legislador señala que el objetivo de estas instituciones de carácter administrativo consiste en la formulación y adopción de políticas, planes generales y proyectos del sector administrativo que dirigen.

Se trata por tanto, de un organismo de dirección en el cual residen no sólo funciones de carácter político sino también administrativo. Por ello, al ser parte  de la rama ejecutiva del poder público se integra a la Administración pública de acuerdo con el criterio funcional consagrado en el artículo 39 de la ley 489 de 1998:

“Integración de la Administración Pública. La administración pública se integra por los organismos que conforman la rama ejecutiva del poder público y por todos los demás organismos y entidades de naturaleza pública que de manera permanente tienen a su cargo  el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la prestación de servicios públicos del Estado. La Presidencia de la República, los ministerios y los departamentos administrativos, en lo nacional, son los organismos principales de la administración.” (Subraya la sala)

Como se señala en la doctrina, el Ministerio es una estructura administrativa compleja, dotada de medios tanto materiales como humanos, los cuales son utilizados para incidir e intervenir en sectores de actividad homogénea. Su número y dimensión depende de cada realidad jurídica concreta y de la necesidad que se tenga de la especialización de la actividad administrativa.
 Se trata entonces de organismos bifrontes; de un lado integran el Gobierno; del otro, constituyen el vértice de la Administración.
Se puede sostener que dentro del diseño constitucional y legal  es el organismo destinado a cumplir una función de integración de todas aquellas piezas en que se descompone el aparato administrativo al  fragmentarse funcionalmente mediante criterios de territorialidad, de especialidad o de reconocimiento de espacios de autonomía, lo cual hace necesario buscar la unidad mediante la identificación de un “centro supremo de dirección y ordenación.” 

Del anterior razonamiento se puede deducir fácilmente que entre las competencias encomendadas a estos organismos, muchas de ellas constituyen verdadera función de carácter administrativo. Se puede constatar, sin dificultad, ejemplo de ello en el ordenamiento jurídico cuando se establece entre los objetivos principales del  Ministerio el desarrollo y fortalecimiento del sector de las tecnologías de la información y las comunicaciones, la promoción de la investigación e innovación buscando su competitividad y avance tecnológico conforme al entorno nacional e internacional, y; la definición de la política y el ejercicio de la gestión, planeación y administración del espectro radioeléctrico.
 A su vez dicho objetivo se traduce en funciones tales como: ejercer la intervención del Estado en el sector de las tecnologías de la información y las comunicaciones, dentro de los límites y con las finalidades previstas por la ley, con excepción de lo dispuesto por el artículo 76 de la Constitución Política;
 establecer condiciones generales de operación y explotación comercial de redes y servicios que soportan las tecnologías de la información y las comunicaciones y que no se encuentren asignados por la ley a otros entes;
 expedir de acuerdo con la ley, los reglamentos, condiciones y requisitos para el otorgamiento de licencias, permisos y registros para el uso o explotación de los derechos del Estado sobre el espectro radioeléctrico y los servicios del sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones;
 entre otras.

De la naturaleza misma del Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones, se concluye que muchas de las competencias a él asignadas se materializan por medio de la expedición de verdaderos actos administrativos. En este supuesto se encuentra la resolución cuestionada al autorizar directamente  en el municipio de Tumaco la concesión de la frecuencia 95,7 a la Unión Temporal Sociedad Radio Latina F. M. Estéreo y María Jaqueline Córdoba Córdoba. Del contenido de la disposición demandada, se deriva, de manera indiscutible,  la contratación directa para el otorgamiento mediante licencia de concesión para prestar un servicio de radiodifusión; esto sin duda, evidencia no sólo una manifestación de la voluntad de una autoridad de carácter administrativo sino también la producción de efectos directos que afectan situaciones jurídicas. Como consecuencia de ello, no existe incertidumbre o duda alguna respecto de la procedencia en el proceso de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el artículo 85 del C.C.A.
 

3. La posibilidad de que la Administración pública someta a control judicial sus propios actos está condicionada por el término de caducidad previsto en la Ley.  
En el ordenamiento jurídico colombiano la posibilidad de control  jurisdiccional de los actos administrativos no se restringe a los particulares, de allí que el cuestionamiento de la presunción de legalidad de las decisiones administrativas también se extienda a entidades u organismos públicos, puesto que, en un Estado de Derecho, a éstos se les otorga la posibilidad de controlar sus propios actos tanto en sede gubernativa como judicial.
En el caso de los actos administrativos propios de carácter individual y concreto, la administración puede pretender judicialmente  la declaratoria de nulidad y el consecuente restablecimiento del derecho.   El instrumento procesal utilizado  se ha denominado por la jurisprudencia y la doctrina acción de “Lesividad”, para explicar aquellos   eventos en los que una persona u órgano público ostenta en el proceso la doble  calidad de demandante y demandado. Es verdad que, en estos casos, existe un particular a quien la decisión de la administración favorece, no obstante, esta circunstancia no niega que la entidad u organismo ocupe también el lugar de demandado, con independencia de que deba llamarse al proceso al ciudadano a quien se le reconoce una situación jurídica favorable a efectos de que ejerza su derecho de defensa, toda vez que, la decisión de fondo que se asuma  le afecta directamente
. 
Así las cosas, mediante la “acción de lesividad” la entidad u organismo administrativo persigue obtener la nulidad de los actos administrativos ilegales que la perjudican, en aquellos supuestos en los que, luego de proferida una decisión de carácter particular, ha intentado mediante actuación administrativa su revocatoria directa, no siendo ésta posible por no conseguir el consentimiento expreso y escrito del titular del derecho reconocido (artículo 73 C.C.A.). Adicionalmente, la autoridad administrativa accede al proceso alegando cualquiera de las causales de nulidad establecidas en la Ley (artículo 84 C.C.A), aspecto que resalta que las razones por las que se pretende la expulsión del orden jurídico del acto propio sólo pueden ser de legalidad, no siendo posible aducir ante el juez razones de conveniencia y oportunidad. Por esta razón, cuando acude a un proceso en calidad de demandante, tiene la carga que tiene cualquier ciudadano de señalar en la demanda las normas violadas y el concepto de la violación (artículo 137 del C.C.A.); si ello no fuera así, se estaría estableciendo una excepción  al carácter rogado de la justicia contencioso administrativa y a los límites que tiene el operador jurídico en el momento de decidir
. 
Como puede observarse, se trata de una acción propia del contencioso subjetivo, que en estricto sentido normativo encuentra identidad con el mecanismo de nulidad y restablecimiento del derecho consagrado en el artículo 85 del C.C.A. Por contera, la única diferencia real radica en el término de caducidad, que en lugar de ser  de 4 meses es de dos años contados a partir del día siguiente de la expedición del acto administrativo(artículo 136.7 C.C.A.). Así las cosas, la posibilidad de accionar de la autoridad administrativa también se encuentra condicionada por el tiempo, por lo que si se deja transcurrir el término establecido por el legislador, se cierra la vía judicial, se mantiene incólume la presunción de legalidad y el derecho reconocido se torna intangible, sin que sea relevante que el demandante sea quien profirió la decisión cuestionada
.  

Establecido lo anterior, la Sala declarará probada de oficio la excepción de caducidad, toda vez que el acto administrativo demandado se expidió el 24 de julio de 1997 y la demanda fue presentada el 11 de agosto de 1999. Como el término establecido en el artículo 136.7 del C.C.A. es de dos años y se comienza a contar desde un día después de proferida la decisión, la finalización del mismo en el presente caso se dio el 25 de julio de 1999 y no en la fecha en que se incoó la acción. 

De otro lado, en escrito presentado el día 4 de diciembre de 2012, el apoderado del demandante, doctor Jhon Milton Fajardo Velázquez, portador de la tarjeta profesional No. 118.791 del C. S. de la J., presentó renuncia al poder que le fue conferido.

La ley determina que la renuncia sólo surte efecto cinco días después de notificarse por estado la  providencia que la admite y se haga saber al poderdante o sustituidor, por medio de telegrama dirigido a la dirección denunciada, para recibir notificaciones personales, cuando para este lugar exista el servicio y en su defecto como lo dispone el Código de Procedimiento Civil (artículo 69 del C. de P. C.). Precisado esto, la Sala en la parte resolutiva aceptará la renuncia presentada. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo contencioso administrativo, sección tercera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
FALLA:

Primero. DECLÁRASE  probada de oficio la caducidad de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho promovida por la parte actora.

Segundo. INHÍBESE de adoptar una decisión de fondo.

TERCERO. ACÉPTASE la renuncia al poder, presentada por el apoderado del demandante, doctor Jhon Milton Fajardo Velázquez, portador de la tarjeta profesional No. 118.791 del C. S. de la J.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

 JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA              OLGA VALLE DE LA HOZ
                          Presidente 
ENRIQUE GIL BOTERO 
� Este aspecto será revisado más adelante.


� Copia auténtica de las resoluciones  en Folios 478 a 493 del Cuaderno Principal.


� Folios 1 a 20 del Cuaderno Principal.


� Folios 527 y 528 del Cuaderno Principal. 


� Folios 549 a 559 del Cuaderno Principal.


� Folios 595 a 600 del Cuaderno Principal.


� Folios 587 a 590 del Cuaderno Principal.


� Folios 478 a 501 del Cuaderno Principal (Aportado en copia auténtica).


� En efecto, prescribe el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo: “Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos...” Más adelante señala la misma disposición que esta acción puede también interponerse contra “circulares de servicio” y contra “actos de certificación y registro”; la jurisprudencia de esta Corporación, ha señalado, sin embargo, que en estos casos, estas manifestaciones deben producir también efectos jurídicos frente a terceros, es decir deben detentar los elementos propios de los actos administrativos. Sobre este punto pueden consultarse las siguientes providencias de esta Corporación: Sección cuarta,  Sentencia  de enero 22 de 1988, Consejero Ponente: Hernán Guillermo Aldana Duque; Sección Primera. Sentencia del 14 de octubre de 1.999 expediente No. 5064, Consejero Ponente: Manuel Urueta Ayola; Sección Primera, Sentencia del 16 de febrero de 2001, expediente No. 3531  Consejera Ponente: Olga Inés Navarrete Barrero.


� Ahora Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones.  Cfr. Decreto 092 de 2010.


� Cfr. FRANCHINI, Claudio. “La organizzazione” En: Trattato di Diritto Amministrativo. Tomo I Milán, Giuffré Editore. 2000. Pág. 131 Y ss.


� Cfr. SANTAMERIA PASTOR, Juan Alfonso. Principios Generales del  Derecho Administrativo. Madrid, Iustel. 2004. 


� OVIEDO GARCÍA, Carlos. Derecho Administrativo. Volumen 1. Introducción – Doctrina General –Organización Administrativa. Madrid, Librería General del Victoriano Suárez. 1943.


� Artículo 1 Decreto 091 del 2010, “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones”.


� Artículo 2.2.19.a del  Decreto 091 del 2010, “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones”.


� Artículo 2.2.19.b del  Decreto 091 del 2010, “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones”.


� Artículo 2.2.19.c del  Decreto 091 del 2010, “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicaciones”.


� La ley 1437 en su artículo 308 dispuso: “Régimen de Transición y Vigencia. El presente código comenzará a regir el dos (2) de julio del año 2012. Este Código sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia. Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior.” (Subraya fuera de texto).


� Cfr. Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo.  Sentencia de marzo 17 de 2009. Exp. 00329-00. M. P. Ligia López Díaz. 


� Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección b. Sentencia de mayo 8 de 2008. M. P. Jesús María Lemus Bustamente. Exp. 0949-06.


� Cfr. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Sentencia de febrero 28 de 2008. M. P. Rafael Ostau de Lafont Pianeta. Exp. 0918-01





[image: image1.png][image: image2.png]